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INTRODUCCIÓN:

Vamos a desarrollar en este libro-temario, los 40 temas solicitados para el estudio de la fase de oposición de  
Administrativo General de Administración, encuadradas en la escala de Administración General, subescala 
administrativa, integradas en el grupo C1 de la Diputación de Pontevedra. 

DEBIDO AL VOLÚMEN DE TEMAS, EL TEMARIO COMPLETO ESTÁ DIVIDIDO EN TRES PARTES: PARTE GENERAL, 
PRIMERA PARTE ESPECÍFICA Y SEGUNDA PARTE ESPECÍFICA, ACOGIENDO ESTA SEGUNDA PARTE LOS 16 TEMAS 
DE LA PRIMERA PARTE ESPECÍFICA: 

Temas específicos: Primera parte: 

1.  El sistema jurídico-administrativo (I). Derecho de la Unión Europea: tratados y derecho derivado. La 
Constitución. Leyes estatales y autonómicas. Tipos de disposiciones legales. Tratados Internacionales. 

2.  El sistema jurídico-administrativo (II). La regulación: concepto y clases. Poder reglamentario. Procedimiento 
de preparación. Límites. Control de la potestad reglamentaria. 

3.- El acto administrativo. Concepto. Elementos. Clases. Requisitos: motivación y forma. 

4.- La eficacia de los actos administrativos: el principio de autoprotección declarativa. Condiciones. La 
notificación: contenido, plazo y práctica. Notificación defectuosa. La publicación. Aprobación por otra 
Administración. Retraso y retroactividad de la eficacia. La exigibilidad de los actos administrativos. Coacción 
administrativa directa. La vía de hecho. 

5.- La nulidad del acto administrativo. Casos de nulidad total y nulidad. El principio de conservación del acto 
administrativo. La revisión de actos y disposiciones por la propia Administración: supuestos. La acción de 
nulidad, procedimiento, límites. La declaración de lesión. La revocación de los actos. La rectificación de errores 
materiales o de hecho. 

6.- Disposiciones generales sobre el procedimiento administrativo. Medios electrónicos aplicados al 
procedimiento administrativo común. La iniciación del procedimiento: clases, corrección y mejora de solicitudes. 
Presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones. Registros administrativos. Plazos y plazos: cómputo, 
prórroga y tramitación de urgencia. 

7.- Ordenación. Instrucción: intervención de los interesados, prueba e informes. Singularidades del 
procedimiento administrativo de las entidades locales. 

8.- Finalización del trámite. La obligación de resolver. Contenido de la resolución expresa: principios de 
congruencia y no agravación de la situación inicial. terminación convencional. Falta de resolución expresa: el 
régimen del silencio administrativo. Desistimiento y renuncia. La caducidad. La tramitación simplificada del 
procedimiento administrativo común. 

9.- Recursos administrativos: principios generales. Actos sujetos a recurso administrativo. Reglas generales para 
la tramitación de los recursos administrativos. Clases de recursos. Procedimientos sustitutivos de los recursos 
administrativos: conciliación, mediación y arbitraje. 

10.-  La jurisdicción contencioso-administrativa. Naturaleza, extensión y límites. Órganos de jurisdicción y sus 
competencias. Las partes: legitimación. El objeto del recurso contencioso-administrativo. El procedimiento y su 
cumplimiento: las sentencias. 

11.- El régimen local: trascendencia y evolución histórica. La Administración Local en la Constitución. El principio 
de autonomía local: significado, contenido y límites. 
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12. Las fuentes del derecho local. Normativa básica del Estado y normativa de las Comunidades Autónomas 
en materia de administración local. La potestad reglamentaria de las entidades locales: reglamentos y 
ordenanzas. Procedimiento de preparación. La regulación orgánica. Los bandos. 

13.  El municipio: concepto y elementos. El término municipal. Alteraciones de términos municipales. 
Legislación básica y legislación autonómica. La población municipal. El censo de población. 

14.  La organización municipal. Órganos necesarios. Órganos complementarios. Competencias municipales. 

15.  La provincia como entidad local. Organización y competencias. Cooperación municipal. 

16.  Régimen de sesiones y acuerdos de los órganos de gobierno local. Actas, certificaciones, comunicaciones, 
notificaciones y publicación de acuerdos. El registro de documentos. El uso de medios telemáticos. 
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Temas específicos: Primera parte:

1.- El sistema jurídico-administrativo (I). Derecho de la Unión Europea: tratados y 
derecho derivado. La Constitución. Leyes estatales y autonómicas. Tipos de disposiciones 
legales. Tratados Internacionales. 

2.- El sistema jurídico-administrativo (II). La regulación: concepto y clases. Poder 
reglamentario. Procedimiento de preparación. Límites. Control de la potestad 
reglamentaria. 

(UNIMOS ESTOS DOS TEMAS EN UNO) 

EL ORDENAMIENTO JURÍDICO ADMINISTRATIVO: El Derecho administrativo es el ordenamiento común y 
general de las Administraciones Públicas , de suerte que, en principio, es presumible que éstas actúan con 
sumisión a lo previsto en aquél. 

El Ordenamiento jurídico es más que un simple conjunto de normas. Lo jurídico no se encierra y circunscribe a 
las disposiciones escritas, sino que se extiende a los principios y a la normatividad inmanente en la naturaleza de 
las instituciones. 

El ordenamiento jurídico al que se refieren los arts. 1.1 y 9.1 de la Constitución Española , el art. 34 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y el art. 70 
de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa , lo hacen en el mismo 
sentido que el art. 1 del Código Civil cuando establece que las fuentes del ordenamiento jurídico español son la 
Ley, la costumbre y los principios generales del derecho. 

EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 

El principio de Legalidad, es la forma abreviada de decir, que todas las funciones y ejercicios del estado están 
regulados por leyes. 

Este principio de legalidad, lo garantizan los Tribunales que se encargan de que se cumplan las leyes de los 
poderes públicos. 

Dentro de todas las funciones y ejercicios del Estado, también se incluyen la Administración Pública y todos los 
procesos administrativos que se ejecutan en ella. Por lo tanto, la Administración pública está regida por Leyes y 
normas, todo lo relacionado con ella, será regulado por leyes. Todo ello viene reflejado en el Artículo 103 de la 
Constitución Española: 

 Artículo 103  
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con 

los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con 
sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 

2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con 
la ley. 
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3.- El acto administrativo. Concepto. Elementos. Clases. Requisitos: motivación y forma.

Desde este tema 3, hasta el tema 9 de esta primera parte de materias específicas, vamos a hablar de la misma 
ley, así que primero veremos su estructura completa, para entender cómo se organiza y que contiene: 

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 
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4.- La eficacia de los actos administrativos: el principio de autoprotección declarativa.
Condiciones. La notificación: contenido, plazo y práctica. Notificación defectuosa. La 
publicación. Aprobación por otra Administración. Retraso y retroactividad de la eficacia. 
La exigibilidad de los actos administrativos. Coacción administrativa directa. La vía de 
hecho. 

Continuamos con la misma normativa anterior, y por el mismo orden donde lo habíamos dejado, pasando ahora 
al capítulo II: 

CAPÍTULO II: Eficacia de los actos 

Artículo 37. Inderogabilidad singular. 

1. Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo establecido en una disposición 
de carácter general, aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al que dictó la 
disposición general. 

2. Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en una disposición reglamentaria, así 
como aquellas que incurran en alguna de las causas recogidas en el artículo 47. 

Artículo 38. Ejecutividad. 

Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán ejecutivos con arreglo a lo 
dispuesto en esta Ley. 

Artículo 39. Efectos. 

1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y 
producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa. 

2. La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación, 
publicación o aprobación superior. 

3. Excepcionalmente, podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de actos 
anulados, así como cuando produzcan efectos favorables al interesado, siempre que los supuestos de hecho 
necesarios existieran ya en la fecha a que se retrotraiga la eficacia del acto y ésta no lesione derechos o 
intereses legítimos de otras personas. 

4. Las normas y actos dictados por los órganos de las Administraciones Públicas en el ejercicio de su propia 
competencia deberán ser observadas por el resto de los órganos administrativos, aunque no dependan 
jerárquicamente entre sí o pertenezcan a otra Administración. 

5. Cuando una Administración Pública tenga que dictar, en el ámbito de sus competencias, un acto que 
necesariamente tenga por base otro dictado por una Administración Pública distinta y aquélla entienda que es 
ilegal, podrá requerir a ésta previamente para que anule o revise el acto de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 44 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa, y, de 
rechazar el requerimiento, podrá interponer recurso contencioso-administrativo. En estos casos, quedará 
suspendido el procedimiento para dictar resolución. 
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5.- La nulidad del acto administrativo. Casos de nulidad total y nulidad. El principio de
conservación del acto administrativo. La revisión de actos y disposiciones por la propia 
Administración: supuestos. La acción de nulidad, procedimiento, límites. La declaración 
de lesión. La revocación de los actos. La rectificación de errores materiales o de hecho. 

Permanecemos todavía en el mismo título que llevamos de estudio, y con el mismo orden del tema anterior, y 
pasamos al Capítulo III: 

CAPÍTULO III: Nulidad y anulabilidad 

Artículo 47. Nulidad de pleno derecho. 

1. Los actos de las Administraciones Públicas son nulos de pleno derecho en los casos siguientes: 

a) Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional. 

b) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio. 

c) Los que tengan un contenido imposible. 

d) Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta. 

e) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las normas 
que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados. 

f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o 
derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición. 

g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición con rango de Ley. 

2. También serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las 
leyes u otras disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las 
que establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos 
individuales. 

Artículo 48. Anulabilidad. 

1. Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, 
incluso la desviación de poder. 

2. No obstante, el defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos 
formales indispensables para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados. 

3. La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para ellas sólo implicará la 
anulabilidad del acto cuando así lo imponga la naturaleza del término o plazo. 

Artículo 49. Límites a la extensión de la nulidad o anulabilidad de los actos. 

1. La nulidad o anulabilidad de un acto no implicará la de los sucesivos en el procedimiento que sean 
independientes del primero. 
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6.- Disposiciones generales sobre el procedimiento administrativo. Medios electrónicos
aplicados al procedimiento administrativo común. La iniciación del procedimiento: clases, 
corrección y mejora de solicitudes. Presentación de solicitudes, escritos y 
comunicaciones. Registros administrativos. Plazos y plazos: cómputo, prórroga y 
tramitación de urgencia. 

En este tema vamos a cambiar de orden en el estudio de la Ley 39/2015. En los 3 temas anteriores, hemos visto 
todo su título III, ahora vamos hacia atrás y pasamos a sus Títulos Preliminar, Título I y  Título II: 

TÍTULO PRELIMINAR: Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

1. La presente Ley tiene por objeto regular los requisitos de validez y eficacia de los actos administrativos, el 
procedimiento administrativo común a todas las Administraciones Públicas, incluyendo el sancionador y el de 
reclamación de responsabilidad de las Administraciones Públicas, así como los principios a los que se ha de 
ajustar el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria. 

2. Solo mediante ley, cuando resulte eficaz, proporcionado y necesario para la consecución de los fines propios 
del procedimiento, y de manera motivada, podrán incluirse trámites adicionales o distintos a los contemplados 
en esta Ley. Reglamentariamente podrán establecerse especialidades del procedimiento referidas a los órganos 
competentes, plazos propios del concreto procedimiento por razón de la materia, formas de iniciación y 
terminación, publicación e informes a recabar. 

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación. 

1. La presente Ley se aplica al sector público, que comprende: 

a) La Administración General del Estado. 

b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. 

c) Las Entidades que integran la Administración Local. 

d) El sector público institucional. 

2. El sector público institucional se integra por: 

a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las 
Administraciones Públicas. 

b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas, que quedarán 
sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, y en todo caso, 
cuando ejerzan potestades administrativas. 

c) Las Universidades públicas, que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las previsiones 
de esta Ley. 

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las 
Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así como 
los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2 anterior. 

4. Las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa específica en el ejercicio de las funciones 
públicas que les hayan sido atribuidas por Ley o delegadas por una Administración Pública, y supletoriamente 
por la presente Ley. 
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7.- Ordenación. Instrucción: intervención de los interesados, prueba e informes.
Singularidades del procedimiento administrativo de las entidades locales. 

La  segunda fase del procedimiento es la Ordenación, seguida de la Instrucción, para ello continuamos con el 
mismo orden del tema anterior, pasando a sus capítulos III y IV, al finalizar, veremos las singularidades del 
procedimiento administrativo de las entidades locales: 

CAPÍTULO III: Ordenación del procedimiento 

Artículo 70. Expediente Administrativo. 

1. Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de 
antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla. 

2. Los expedientes tendrán formato electrónico y se formarán mediante la agregación ordenada de cuantos 
documentos, pruebas, dictámenes, informes, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos, así 
como un índice numerado de todos los documentos que contenga cuando se remita. Asimismo, deberá constar 
en el expediente copia electrónica certificada de la resolución adoptada. 

3. Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente electrónico, se hará de acuerdo con lo 
previsto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad y en las correspondientes Normas Técnicas de 
Interoperabilidad, y se enviará completo, foliado, autentificado y acompañado de un índice, asimismo 
autentificado, de los documentos que contenga. La autenticación del citado índice garantizará la integridad e 
inmutabilidad del expediente electrónico generado desde el momento de su firma y permitirá su recuperación 
siempre que sea preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes 
electrónicos. 

4. No formará parte del expediente administrativo la información que tenga carácter auxiliar o de apoyo, como 
la contenida en aplicaciones, ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes, 
comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los juicios de valor 
emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate de informes, preceptivos y facultativos, solicitados 
antes de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento. 

Artículo 71. Impulso. 

1. El procedimiento, sometido al principio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites y a través de 
medios electrónicos, respetando los principios de transparencia y publicidad. 

2. En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea 
naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que 
quede constancia. 

El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a la exigencia de responsabilidad disciplinaria 
del infractor y, en su caso, será causa de remoción del puesto de trabajo. 

3. Las personas designadas como órgano instructor o, en su caso, los titulares de las unidades administrativas 
que tengan atribuida tal función serán responsables directos de la tramitación del procedimiento y, en especial, 
del cumplimiento de los plazos establecidos. 
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8.- Finalización del trámite. La obligación de resolver. Contenido de la resolución expresa: 
principios de congruencia y no agravación de la situación inicial. Terminación 
convencional. Falta de resolución expresa: el régimen del silencio administrativo. 
Desistimiento y renuncia. La caducidad. La tramitación simplificada del procedimiento 
administrativo común. 

Continuamos con la ley 39/2015, y la fase de terminación se encuentra en el título IV, capítulos 5 y 6: 

CAPÍTULO V: Finalización del procedimiento 

Sección 1.ª Disposiciones generales 

Artículo 84. Terminación. 

1. Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la 
solicitud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 

2. También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo por causas 
sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser motivada en todo caso. 

Artículo 85. Terminación en los procedimientos sancionadores. 

1. Iniciado un procedimiento sancionador, si el infractor reconoce su responsabilidad, se podrá resolver el 
procedimiento con la imposición de la sanción que proceda. 

2. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa imponer una sanción pecuniaria y otra 
de carácter no pecuniario pero se ha justificado la improcedencia de la segunda, el pago voluntario por el 
presunto responsable, en cualquier momento anterior a la resolución, implicará la terminación del 
procedimiento, salvo en lo relativo a la reposición de la situación alterada o a la determinación de la 
indemnización por los daños y perjuicios causados por la comisión de la infracción. 

3. En ambos casos, cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario, el órgano competente para 
resolver el procedimiento aplicará reducciones de, al menos, el 20 % sobre el importe de la sanción propuesta, 
siendo éstos acumulables entre sí. Las citadas reducciones, deberán estar determinadas en la notificación de 
iniciación del procedimiento y su efectividad estará condicionada al desistimiento o renuncia de cualquier acción 
o recurso en vía administrativa contra la sanción. 

El porcentaje de reducción previsto en este apartado podrá ser incrementado reglamentariamente. 

Artículo 86. Terminación convencional. 

1. Las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto de 
Derecho público como privado, siempre que no sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre 
materias no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen 
encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que, en su caso, prevea la disposición que lo 
regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos administrativos o 
insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin. 
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9.- Recursos administrativos: principios generales. Actos sujetos a recurso administrativo.
Reglas generales para la tramitación de los recursos administrativos. Clases de recursos. 
Procedimientos sustitutivos de los recursos administrativos: conciliación, mediación y 
arbitraje. 

Y ya finalizamos con el estudio del procedimiento administrativo, con su Título V: 

TÍTULO V: De la revisión de los actos en vía administrativa 

CAPÍTULO I: Revisión de oficio 

Artículo 106. Revisión de disposiciones y actos nulos. 

1. Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, y 
previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si 
lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía 
administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos previstos en el artículo 47.1. 

2. Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán declarar la 
nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos en el artículo 47.2. 

3. El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las 
solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano 
consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del 
artículo 47.1 o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto de que se hubieran 
desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales. 

4. Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la misma 
resolución, las indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias previstas 
en los artículos 32.2 y 34.1 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público sin perjuicio de que, tratándose de 
una disposición, subsistan los actos firmes dictados en aplicación de la misma. 

5. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de seis meses desde su inicio sin 
dictarse resolución producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud de 
interesado, se podrá entender la misma desestimada por silencio administrativo. 

Artículo 107. Declaración de lesividad de actos anulables. 

1. Las Administraciones Públicas podrán impugnar ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo los 
actos favorables para los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 48, previa su 
declaración de lesividad para el interés público. 

2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto 
administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo, en los términos 
establecidos por el artículo 82. 

Sin perjuicio de su examen como presupuesto procesal de admisibilidad de la acción en el proceso judicial 
correspondiente, la declaración de lesividad no será susceptible de recurso, si bien podrá notificarse a los 
interesados a los meros efectos informativos. 
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10.- La jurisdicción contencioso-administrativa. Naturaleza, extensión y límites. Órganos
de jurisdicción y sus competencias. Las partes: legitimación. El objeto del recurso 
contencioso-administrativo. El procedimiento y su cumplimiento: las sentencias. 

Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 

ÍNDICE CAPÍTULO III. Recursos contra resoluciones 
procesales 

Preámbulo Sección 1.ª Recursos contra providencias y autos 
TÍTULO I. Del orden jurisdiccional contencioso-
administrativo 

Artículo 79. 

CAPÍTULO I. Ámbito Artículo 80. 
Artículo 1. Sección 2.ª Recurso ordinario de apelación 
Artículo 2. Artículo 81. 
Artículo 3. Artículo 82. 
Artículo 4. Artículo 83. 
Artículo 5. Artículo 84. 
CAPÍTULO II. Órganos y competencias Artículo 85. 
Artículo 6. Sección 3.ª Recurso de casación 
Artículo 7. Artículo 86. 
Artículo 8. Artículo 87. 
Artículo 9. Artículo 87 bis. 
Artículo 10. Competencias de las Salas de lo 
Contencioso-Administrativo de los Tribunales 
Superiores de Justicia. 

Artículo 88. 

Artículo 11. Artículo 89. 
Artículo 12. Artículo 90. 
Artículo 13. Artículo 91. 
CAPÍTULO III. Competencia territorial de los 
Juzgados y Tribunales 

Artículo 92. 

Artículo 14. Artículo 93. 
CAPÍTULO IV. Constitución y actuación de las 
Salas de lo Contencioso-administrativo 

Artículo 94. 

Artículo 15. Artículo 95. 
Artículo 16. Sección 4.ª Recursos de casación para la unificación 

de doctrina 
CAPÍTULO V. Distribución de asuntos Artículo 96. 
Artículo 17. Artículo 97. 
TÍTULO II. Las partes Artículo 98. 
CAPÍTULO I. Capacidad procesal Artículo 99. 
Artículo 18. Sección 5.ª Recursos de casación en interés de la 

Ley 
CAPÍTULO II. Legitimación Artículo 100. 
Artículo 19. Artículo 101. 
Artículo 20. Sección 6.ª De la revisión de sentencias 
Artículo 21. Artículo 102. 
Artículo 22. Sección 7.ª Recursos contra las resoluciones del 

Secretario judicial 
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11.- El régimen local: trascendencia y evolución histórica. La Administración Local en la
Constitución. El principio de autonomía local: significado, contenido y límites. 

EL RÉGIMEN LOCAL 

El régimen local español, puede definirse de forma coloquial, como el conjunto de todas las normativas que 
regulan las entidades locales en todos sus ámbitos, tanto de organización, presupuestos, características propias, 
relaciones con la Administración General del Estado, personal, hacienda, etc. 

En el Boletín Oficial del Estado, encontramos un código de normativas de las entidades locales, lo cual podría 
denominarse el listado del Régimen Local. Esta listado es el siguiente: 

CARTA EUROPEA DE AUTONOMÍA LOCAL 

1. Carta Europea de Autonomía Local. Hecha en Estrasburgo el 15 de octubre de 1985  

DISPOSICIONES GENERALES 

2. Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local  

3. Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local  

4. Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local. [Inclusión 
parcial]  

ORGANIZACIÓN, FUNCIONAMIENTO Y RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS ENTIDADES LOCALES 

5. Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, 
Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales  

POBLACIÓN Y DEMARCACIÓN TERRITORIAL DE LAS ENTIDADES LOCALES 

6. Real Decreto 1690/1986, de 11 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Población y Demarcación 
Territorial de las Entidades Locales  

7. Real Decreto 3426/2000, de 15 de diciembre, por el que se regula el procedimiento de deslinde de términos 
municipales pertenecientes a distintas Comunidades Autónomas  

8. Real Decreto 382/1986, de 10 de febrero, por el que se crea, organiza y regula el funcionamiento del Registro 
de Entidades Locales  

9. Orden de 3 de junio de 1986 por la que se desarrolla el Real Decreto 382/1986, de 10 de febrero, por el que se 
crea, organiza y regula el funcionamiento del Registro de Entidades Locales  

10. Resolución de 29 de abril de 2020, de la Subsecretaría, por la que se publica la Resolución de 17 de febrero 
de 2020, de la Presidencia del Instituto Nacional de Estadística y de la Dirección General de Cooperación 
Autonómica y Local, por la que se dictan instrucciones técnicas a los Ayuntamientos sobre la gestión del Padrón 
municipal  

11. Resolución de 13 de septiembre de 2018, de la Subsecretaría, por la que se publica la Resolución de 20 de 
julio de 2018, de la Presidencia del Instituto Nacional de Estadística y de la Dirección General de Cooperación 
Autonómica y Local, sobre instrucciones técnicas a los Ayuntamientos sobre la revisión anual del padrón 
municipal y el procedimiento de obtención de la propuesta de cifras oficiales de población  
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12.- Las fuentes del derecho local. Normativa básica del Estado y normativa de las
Comunidades Autónomas en materia de administración local. La potestad reglamentaria 
de las entidades locales: reglamentos y ordenanzas. Procedimiento de preparación. La 
regulación orgánica. Los Bandos. 

La potestad reglamentaria de las entidades locales: Ordenanzas, reglamentos y bandos. 

La potestad reglamentaria de las entidades locales, es la expresión escrita de las facultades que el 
ordenamiento atribuye a las administraciones públicas para cumplir con sus intereses generales. Como ya 
hemos visto en el tema que hemos estudiado la Constitución, en su artículo 137 , las entidades locales, como 
administradores territoriales sobre las que se organiza el Estado, necesitan de la atribución de unas facultades 
para poder cumplir con sus competencias, las cuales vienen atribuidas en la ley 7/1985 Reguladora de las Bases 
del régimen Local. 

Para poder entender la regulación en cuanto a las administraciones publicas locales, de su potestad 
reglamentaria, tenemos que explicar que para ello tendríamos que hacer una referencia a cuatro normativas 
básicas, pero no se trata de estudiar estas cuatro normativas en toda su extensión, sino que hay que ir obteniendo 
de cada una de ellas, los artículos relacionados con las potestades de los ayuntamientos. Estas cuatro normativas 
son: 

LEY 7/1985 DE 2 DE ABRIL REGULADORA DE LAS BASES DEL REGIMEN LOCAL 

LEY 39/2015 DE 1 DE OCTUBRE, PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMUN DE LAS ADMINISTRACIONES 
PUBLICAS. 

REAL DECRETO 781/1986 DE 18 DE ABRIL POR EL QUE SE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE LAS DISPOSICIONES 
LEGALES VIGENTES EN MATERIA DE REGIMEN LOCAL 

REAL DECRETO 2568/1986 DE 28 DE NOVIEMBRE POR EL QUE SE APRUEBA EL REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN, 
FUNCIONAMIENTO  Y REGIMEN JURIDICO DE LAS ENTIDADES LOCALES. 

VEAMOS QUE SE DICE EN CADA LEY SOBRE LA POTESTAD REGLAMENTARIA Y LOS DOCUMENTOS QUE REFLEJAN 
ESTA POTESTAD QUE SON: ORDENANZAS, REGLAMENTOS Y BANDOS. 

La Ley 7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local atribuye a los Municipios diferentes 
potestades. Entre ellas se encuentra la potestad reglamentaria. Esta Ley en su artículo 4 indica: 

Artículo 4. 

1. En su calidad de Administraciones públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera de sus competencias, 
corresponden en todo caso a los municipios, las provincias y las islas: 

a) Las potestades reglamentaria y de autoorganización. 

b) Las potestades tributaria y financiera. 

c) La potestad de programación o planificación. 
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13.- El municipio: concepto y elementos. El término municipal. Alteraciones de términos
municipales. Legislación básica y legislación autonómica. La población municipal. El censo 
de población. 

Pasamos a la normativa básica de las entidades locales: 

LEY 7/1985, DE 2 DE ABRIL, REGULADORA DE LAS BASES DEL REGIMEN LOCAL. 

[Preámbulo] 

TÍTULO I. Disposiciones generales 

Artículos del 1 al 10: Clases de entidades locales, 

potestades, competencias y capacidades.  

TÍTULO II. El municipio 

Artículo 11. 

CAPÍTULO I. Territorio y población 

Artículos del 12 al 18: Creación, organización, 

delimitación territorial, el padrón municipal, derechos 

y deberes de los vecinos. 

CAPÍTULO II. Organización 

Artículos del 19 al 24 bis: Organización administrativa, 

órganos que lo componen, el Alcalde, El Pleno, La 

Junta de Gobierno 

CAPÍTULO III. Competencias 

Artículos del 25 al 27: Competencias y servicios de los 

municipios. 

Artículo 28 suprimido. 

CAPÍTULO IV. Regímenes Especiales 

Artículo 29: Concejo Abierto 

Artículo 30: Las leyes del régimen local de las 

Comunidades Autónomas. 

TÍTULO III. La Provincia 

Artículo 31. 

CAPÍTULO I. Organización 

Artículo 32. 

Artículo 32 bis. Personal Directivo de Diputaciones, 

Cabildos y Consejos Insulares. 

Artículo 85 ter. 

Artículo 86. 

Artículo 87.Consorcios (Derogado por la ley 40/2015, 

Título II, Capítulo VI) 

CAPÍTULO III. Contratación 

Artículo 88. 

TÍTULO VII. Personal al servicio de las Entidades 

locales 

CAPÍTULO I. Disposiciones generales 

Artículo 89. 

Artículo 90. 

Artículo 91. 

CAPÍTULO II. Disposiciones comunes a los 

funcionarios de carrera 

Artículo 92. Funcionarios al servicio de la 

Administración local. 

Artículo 92 bis. Funcionarios de administración local 

con habilitación de carácter nacional. 

Artículo 93. 

Artículo 94. 

Artículo 95. 

Artículo 96. 

Artículo 97. 

CAPÍTULO III. Selección y formación de los 

funcionarios con habilitación de carácter nacional y 

sistema de provisión de plazas 

Artículo 98. 

Artículo 99. 
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14.- La organización municipal. Órganos necesarios. Órganos complementarios.
Competencias municipales. 

Continuamos por la misma normativa anterior y con el mismo orden que llevábamos: 

CAPÍTULO II 

Organización 

Artículo 19. 

1. El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente funcionen en régimen 
de Concejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por el Alcalde y los Concejales. 

2. Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, y el Alcalde es elegido 
por los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que establezca la legislación electoral general. 

3. El régimen de organización de los municipios señalados en el título X de esta ley se ajustará a lo dispuesto en 
el mismo. En lo no previsto por dicho título, será de aplicación el régimen común regulado en los artículos 
siguientes. 

Artículo 20. 

1. La organización municipal responde a las siguientes reglas: 

a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los ayuntamientos. 

b) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 5.000 habitantes y en los 
de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo acuerde el Pleno de su ayuntamiento. 

c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga su reglamento 
orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no prevé en este ámbito otra forma 
organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta de los asuntos que han de ser 
sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno Local y 
los concejales que ostenten delegaciones, sin perjuicio de las competencias de control que corresponden al 
Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación tendrán derecho a participar en dichos órganos, 
mediante la presencia de concejales pertenecientes a los mismos en proporción al número de Concejales que 
tengan en el Pleno. 

d) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios señalados en el título X, y en 
aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de 
sus miembros, o así lo disponga su Reglamento orgánico. 

e) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios, de acuerdo con la estructura prevista en el 
artículo 116. 

2. Las leyes de las comunidades autónomas sobre el régimen local podrán establecer una organización municipal 
complementaria a la prevista en el número anterior. 

3. Los propios municipios, en los reglamentos orgánicos, podrán establecer y regular otros órganos 
complementarios, de conformidad con lo previsto en este artículo y en las leyes de las comunidades autónomas 
a las que se refiere el número anterior. 

Artículo 21. 

1. El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones: 
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15.- La provincia como entidad local. Organización y competencias. Cooperación
municipal. 

Permanecemos todavía con la misma normativa, pasando ahora al Título III: 

TÍTULO III 

La Provincia 

Artículo 31. 

1. La Provincia es una entidad local determinada por la agrupación de Municipios, con personalidad jurídica 
propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. 

2. Son fines propios y específicos de la Provincia garantizar los principios de solidaridad y equilibrio 
intermunicipales, en el marco de la política económica y social, y, en particular: 

a) Asegurar la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio provincial de los servicios de 
competencia municipal. 

b) Participar en la coordinación de la Administración local con la de la Comunidad Autónoma y la del Estado. 

3. El gobierno y la administración autónoma de la Provincia corresponden a la Diputación u otras Corporaciones 
de carácter representativo. 

CAPÍTULO I 

Organización 

Artículo 32. 

La organización provincial responde a las siguientes reglas: 

1. El Presidente, los Vicepresidentes, la Junta de Gobierno y el Pleno existen en todas las Diputaciones. 

2. Asimismo, existirán en todas las Diputaciones órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta 
de los asuntos que han de ser sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del 
Presidente, la Junta de Gobierno y los Diputados que ostenten delegaciones, siempre que la respectiva 
legislación autonómica no prevea una forma organizativa distinta en este ámbito y sin perjuicio de las 
competencias de control que corresponden al Pleno. 

Todos los grupos políticos integrantes de la corporación tendrán derecho a participar en dichos órganos, 
mediante la presencia de Diputados pertenecientes a los mismos, en proporción al número de Diputados que 
tengan en el Pleno. 

3. El resto de los órganos complementarios de los anteriores se establece y regula por las propias Diputaciones. 
No obstante las leyes de las comunidades autónomas sobre régimen local podrán establecer una organización 
provincial complementaria de la prevista en este texto legal. 

Artículo 32 bis. Personal Directivo de Diputaciones, Cabildos y Consejos Insulares. 

El nombramiento del personal directivo que, en su caso, hubiera en las Diputaciones, Cabildos y Consejos 
Insulares deberá efectuarse de acuerdo a criterios de competencia profesional y experiencia, entre funcionarios 
de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas, de las Entidades Locales o con habilitación de carácter 
nacional que pertenezcan a cuerpos o escalas clasificados en el subgrupo A1, salvo que el correspondiente 
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16.- Régimen de sesiones y acuerdos de los órganos de gobierno local. Actas,
certificaciones, comunicaciones, notificaciones y publicación de acuerdos. El registro de
documentos. El uso de medios telemáticos.

En este tema cambiamos de normativa, y vamos a ver una que ya hemos nombrado en este libro: El Real 
Decreto 2568/1986.

En el tema 7 ya hemos visto su Título VI pero no hemos visto su estructura completa. Vamos a verla ahora, 
puesto que vamos a hacer uso de más títulos de ella:

Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, 
Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

ESTRUCTURA:

TÍTULO 
PRELIMINAR: 
Disposiciones 
Generales
Artículos del 1 al 
5

TÍTULO I: Estatuto de los miembros de las Corporaciones Locales.

Capítulo I: Adquisición, suspensión y pérdida de la condición de miembro 
de la Corporación. Derechos y Deberes. Artículos del 6 al 22.

Capítulo II: Grupos Políticos. Artículos del 23 al 29.

Capítulo III: Registro de intereses. Artículos del 30 al 32.

Capítulo IV: Tratamientos honoríficos. Artículos 33 y 34.


